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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. l5 dc octubrc dc 2018

roscguir co¡ 1a diligcncia dc lanzamiento, debie¡do restituir no solamente Ias dos

ASUNI'O

TUNDANIENTOS

En la scntcncia emitida cD el Expediente 00987 2014 PA/TC, publicada en el diano
oltctal El l>eruano el 29 de agosto de 2014, este Tiibünal estableció, en el
fundamento 49, con caráctei de p¡ecedente, que se expedirá sentcncia i¡terlocutoria
denegaloria, dictada si¡ más trámitc, cuando se prcscntc alguno dc los siguicntes
supucstos, quc igualmente están contenidos en el articulo 1l del Reglamento
Normalivo del I ribun¿l Constitucional:

a) Carezca dc f'undamcntación la supuesta vulneración quc sc invoquc.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial trascendcncia

constitucional.
c) I-a cuestión dc Dcrccho invocada contmdiga un precedente del Tribünal

Constitucional-
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmc¡tc igualcs.

cl prcsentc caso, la recurr(rnte solicita la nulidad dc i) la rcsolucjón 70, de 3 de
ienrb¡e cle 201¿1, expedida por el Segundo Juzgado Civil de Cusco, quc dispuso

habjtacioncs quc ocupa, sino todas las que ocupa; y ii) la resolución 3, de I de junio
de 2015, cxpedida por la Sala Civil de la Cortc Superjor de Justicia del Cusco, que
declaró improcedente su recurso de apelación que interpuso co¡tra la rosolución 70.

3. Sosticnc la rccurrcntc quc las resoluciones judiciales cuestionadas vulne¡an sus
dcrechos a la tulcla proccsal cfectiva y al debido p¡oceso, ya que no dispusieron Ia

ejecución de la sentencia conforme con los términos señalados cn la resolución
judicial firmc.

4. 
^l 

rcspccto, esta Sala Segunda dcl Tribunal Co¡stitucional aprecra que la
resolución 3, de I de junio de 2015 (fojas,l), dccla¡ó improcedenle el recu¡so de
apclació¡ contra la Icsolución 70, de 3 de diciembre de 2014 (fojas 8); empero
dicho recurso fue rechazado pucs, al se, un decreto y no un auto la resolucrón

Ilecurso de agravio constitucional jntc¡pucsto por doña Reyna Flo¡es F'lores cont¡a la

resolución de fojas 117, dc 14 de marzo de 2016, expedida por la Sala Civil de la Cofte
Superior dc Justicia dc Cusco, que declaró improcedente su demanda de amparo.



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

de Derecho contenida en

Publíquese y notifiquese

SS,

flililrflillililuil Iililil1
EXP. N.' 02188-2016-PdiTC
CUSCO
REYNA FLORES FLORES

impug¡ada, debió ser cuestionada a través de un recürso de reposición y no
mediante uno de apelación.

5. Asi las cosas, la rccurcntc promovió un rccurso inconducente contra la resolución
70, de 3 de diciembre de 2014, siendo que la misma ha quedado consentida por su
negligencia.

6. Iln consccr¡cncja, cl prescnte recurso de agmvio ha incurido en la causal de

rcchazo prcvista cn cl acápitc b) del fllndamento 49 de la sentencia emitida en el
Expedrente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del articulo 1l dcl Rcglamento
Normatrvo del Tribunal Constitr¡cional. Por esta razón, corresponde declarar, stn
más trámitc, improccdcntc cl rccurso dc agravio constitücional.

Por estos fu¡damentos, el Tribunal Constitucional, con Ia autoridad que lc conñere la
Constitución Politica del Pcru, y la pa icipación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir Ia discordia suscitada por el voto singular del
magislmdo Fe1fero Costa,

Además. se incluye el fundamento de voto del magist¡ado Espinosa-Saldaña Banera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agtavio constitücional, porque la cuestión
el recu¡so carece de cial t¡asccndeücia coDstitucional

]\IIR.\NI)A C,\\AI,ES
S.\RDÓN DI,] I' Bo,\DA
ESPINOSA-SALDAÑA BARRE */,,
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5. Dc otra parte, conviene tencr presente que! en el caso concreto. la utilizacjón del
mencionado formato permite recoger con mayor claridad y riBurosiclacl la aplicauión
de la causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 dc la senten,ria
emitida en el Expcdiente 00987-20I4-PA/TC y en el inciso b) del artícuto 1l del
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional. Así. luego de señalar
expresamente los supuestos en los que se expedi¡á sentencja interlocutoria,
desar¡olia los alcances respecto a lo que debe entenderse por que el recurso de

FUNDAMENTO DE voTo DEL MAGISTRADo ESPINOSA-SALDAÑA
BARRER{

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero necesario
efectuar las sigu¡entes precisiones:

L Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del 'lribunal Constitucional
peruano incluye pronunciarse con reso¡uciones comprensibles, y a la vez, rigurosas
técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal Constitucional falta a su
responsabilidad institucional de concretización de la Constitución, pues debe
hacerse entender a cabalidad en la compresión del ordenamiento jurídico conforme
a Ios principios, valores y demás preceptos de esta misma Constitución.
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2. Conviene, a fal caso, advefir a la parte recurrente que en el ordenamiento jurídico
peruano la tutela procesal efectiva involucra al debido proceso en sus diversas
manifestaciones.

3. Además, aquí ha quedado plenamcnte acreditado que el recurso de agta\io
constitucional no encuentra respaldo en el contenido conslituoionalmente protegido
de los derechos invocados por la parte demandante. Siendo así, se verifica que se ha
i¡currido en la causal dc rechazo prevista en el acápite b) del lundamento 49 de la
sentencia emitida en el Expedienre 00987-2014-PA/ fC y en el inciso b) del aíículo
I I del Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.

4. Sin embargo, considero quc la posición en mayoría ha incurrido en una omisión al
no haber respetado el formato aprobado y ratificado por el pleno del T¡ibunal
Constitucional para presentar los supuestos descritos en el párrafo anterior.
Considero que la utilización de los referidos tbn¡atos resulta neoesaria, pues, en
primcr término, es obligación de este Tribunal, rcspetar y hacer respetar sus propios
acuerdos en a¡as de la delensa y el tb¡.talecimiento de su propia instilucionalidad_
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agravio no esté referido a una cuestión dc Derecho de especial trascendencia
constitucional. Solo con esas anotaciones previas, puede pasarse luego al análisis
del caso concrcto, y comprenderse a cabalidad dicho análisis.
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3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigenle en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una rcsoh¡ción denegatoria que ha vioiado la ley o la ha
aplicado cn forma errada o ha incunido en graves vicios procesales en Ia
tramitación y resolución dc la demanda, procederá a casar Ia sentencia y, luego de
señalar la deñciencia, devolverá los acluados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que cmita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El nodelo de tutela ante atnen¿¿as y vulne¡ación de derechos 1'üe scriamente
modificado en la Conslituciól1 de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeus corpus, amparo, habeas clata
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al 'fribuÍal Constilucional
oomo ó¡garo de control dc la constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
calilica enóneamente como "órga¡o de control de la Constitución,,. No obstante. en

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del p.ecedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA,/TC,
SENTENCIA INTERI-OCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expoDgo:

Et, TruBUNAL CoNSTITUCTONAL coMo coRTE DE RDvtsróN o FALLo y No DE
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el'lribtutal de Garantías Constitucionales como
instancia dc casación y la Constitr¡ción de 1993 convirtió al T bunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad ioc, independiente del poder
Judicial, con la ta¡ea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamcntal de I979 estableció que el Tribunal de Ga.antías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que teníaju sdicción
cD todo el territo¡io nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas cor¡tus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para 1állar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

{ryl
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7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su de¡echo
irre¡unciable a la del'ensa; además, un'l'ribunal Constitucional constituye el más
efectlvo medio dc defensa de los de¡echos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia ñente a la
arbitrariedad.

EL DERECHo A sER o¡Do coMo MA¡-IIlls.¡ 
^c¡óN 

DE LA Df,MocR{Trzlcróx l¡ los
PRocESos CoNSIlrucIoNALEs DE LA LIBuRTAD

materia de procesos constituoionales de la libertad, la Constitr¡ción establece quc el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, eD su articulo 202, i¡ciso 2,
prescribe que correspo¡de al 'lribunal Constitncional "conocer, en úhima y
deftfiiti1)a insldncía, las rcsolucione"- denegator¡as d¡ctaalas en los procesos de
habeas corpus. amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos ñrndamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
def'ensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la obsertancia del debido proceso y futel.t
jurisdiccional- Ninguna persona puecle ser desviada de la jurísd¡cc¡ón
prerlelerminada por la ley, fii some¡ida a plocedimiento disti to de los preyiamente
eslablecidos, ki juzgada por órganos jur¡scli¿ciotlales de excepción ni por
co isiones espectales creadas dl e|¿cto cuolquiera sea tu de ominación,,,
comagrada en elaltículo 139, inciso 3.

6. Como sc advie¡te. a difcrencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorafi
(Suprema Corte dc los Estados Unidos), en el Pc¡ú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de intelpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
está cn discusión es la supuestá amenaza o lesión de un de¡echo fundamental. se
debe abrir la via correspondiente para que el Iribunal Constitucional pueda
pro¡unciarse. Pero la apertua de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los .iueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisis de lo que se prctende. de lo que se tnvoca.

tw

8. La administración de justicia constitucional de la libe¡rad que b nda cl Tribunal
Constitucional, desde su creación, es rcspetuosa, como corresponde, del derecho de
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dcfensa inherente a toda pcrsona, cuya manifestación p maria es el derecho a scr
oído con todas las debidas gara¡1tías al i[terior de cualquier proceso en el cual sc
delermirren su. dercchos. intereses y oblig¿cioncs.

9. PrecisameÍte, mi alejamiento respecto a la cmisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista cstá rclacionado con la defensa, la cual, sólo es
efcctiva cr¡a[do el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manem escrita y
oral, los argumentos pefiinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucio[al.

10. Sobre la intervenció¡ de las pafes, coresponde señalar que, en tanto que Ia
potcstad de administrar justicia constituye una manifestació[ del poder que el
Estado ostenta sobrc las personas, su ejercicio resulta conslitucional cuando se
brinda con csticto respeto de los derechos inlterentes a todo ser humano, lo que
incluye el derccho a ser oído co¡ las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en delénsa de sus intereses,
que se conccde en la audicncia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proccso. De Io contra o, se decidiría sobre la esfera de interés de
ufla pe¡sona sin permitirle alegar lo corespondientc a su favor, lo que resultaria
exch¡yente y antidemocrático. Además, el Tribu¡al Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto. las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino po¡ la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficicl'lte las razones de derecho y de hecho ¡elevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte hlteramericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de del'ensa "obliga al Estado d trdtar al indbi¡luo en todo momento como
un yerdadero,rujeto del proceso, en el más amplio sentido de esle concepto, y n()
simplemeúte como objeto del mismo,,t , y qte ,,para que exista tlebido proieso legat
es preciso que un justicieble pueda hacer raler sus derechos y defender sus
int¿r¿s¿.\ cn,[urmd ¿lc.t¡No ) ¿n cond¡ciuncs de igualJad proc¿t¿l .on o!ru\
i\ti.i,,hl¿t"'

I Corte lDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviemb¡e dc 2009.
pá¡¡alb 29.

'Co¡" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y lobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.
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NATTiRALEZA PRoCEsAL DEL RECT;RSo DIi AGRAy¡o CONSTITUCIoNAL

li. Ill modelo de "instancia dc fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho 'l ribunal es su intérprete supremo, pero no su relbmador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido á la Constitució[.

14. Cuando se aplica a un proceso constitücional dc la liberrad la denominada
"sentencia inte¡locutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya qr.re el Tribunal Co¡stitucional no tiene competencia
para "rcvisar" nimucho mcnos "recali[car" el recurso de agravio constitucional.

15. De confbrmidad con los ar1ículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'l ribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronuncia¡se sob¡e el fondo. Po¡ ende, no Ie ha sido dada la competencia de
rechaza¡ dicho recurso, sino por el cont¡ario de "conocer" lo que la parte alega
cúmo un agravio Llue le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos paft su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo conte do, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no deñnirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentcncia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho l'undamental de defensa, en su maniléslación dc ser
oido con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. af'ectando Íotablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional ¿mtes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, r¡¡¡.rlatis rfiutandís, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA7TC rcpite 1o señalado por el Tribunal Constitucional en otros
lállos, como en el caso I-uis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentcncia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reah¡mación de la naturaleza
p¡ocesal dc los procesos constitucionales de la libertad (sLrpletoriedad, vía pre.via,
vías paralelas, litispendencia, invocación del de¡echo constitucional líquido y
cicrto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho dc que los procesos constitucionales de la libefiad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por lanto, si se tienc en cuenta que la justicia l-n scde constitucional representa la
última posibilidad para proteger y repara¡ los derechos flrndamentales de los
agraviados, voto a lávor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que g¿uantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
dercchos esenciales cuando no encue[trar1 justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuerta quc, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derecl.ros
humanos.

20. Conro añrmó Raúl Fc¡rero Rebagliati, "la dcfensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de Ia Constitución, pues si toda garantía constitucional
cnt¡aña el acceso a la p¡estación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los dcmás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la prolección judicial auténtica".
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